STJSL-S.J. – S.D. Nº 073/16.-

---En la Ciudad de San Luis, a veintiocho días de abril de dos mil dieciséis, Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “SERNA JUAN CARLOS c/ ALUFLEX S.A. s/ ACCIDENTE o ENFERMEDAD LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 171064/9.- 

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA.-

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C.?

III) Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas? 

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ, Dijo: 1) Que a fs. 407/410 vta. el 25/03/15, se presenta el apoderado del actor y funda recurso de casación interpuesto a fs. 406 (12/03/15), contra la sentencia definitiva Nº 27/2015 obrante a fs. 399/402 vta., dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial, el 3 de marzo de 2015; la cual revoca la sentencia de Primera Instancia, rechazando la demanda del trabajador.
Sustenta la casación en el supuesto previsto en el inc. b del art. 287 del CPC y C. y se trata de una causal objetiva de casación fundada en que se ha interpretado erróneamente la norma que rige el caso, sometido a la resolución (art. 1113 , 2ª  parte, 2° párrafo del Código Civil).

 Manifiesta que el Tribunal de Alzada, si bien no modificó el encuadre legal dado por el a quo, sí determina la eximición de responsabilidad civil de la demandada, en base a entender acreditada la causal de exención fundada en la culpa exclusiva de la víctima.

Sostiene, que le exigió la prueba de su no culpa al actor, cual si la cuestión debiera ser resuelta dentro del ámbito de la responsabilidad subjetiva y, peor aún, previo desvirtuar una presunción liminar de culpabilidad.

Alega, que dicho proceder implica un claro apartamiento de la recta inteligencia de la norma legal que correspondía aplicar en el caso; por cuanto la misma no exige de la víctima la prueba de su no culpa, ni le impone acreditar los motivos, o razones que determinaron el contacto físico con la cosa dañosa.

Concluye que al resolver la causa el Tribunal, extrae la cuestión del ámbito de la responsabilidad objetiva y resuelve el litigio imputando responsabilidad subjetiva (culpa) del actor; por no haber explicado los motivos del accidente, lo que implica que el actor debió probar liminarmente su actuación diligente, exigencia solo entendible si se parte de una previa (y tácita) presunción de responsabilidad subjetiva en cabeza de la víctima, que la ley no prevé.

Por lo que solicita se case el fallo recurrido y se dicte una nueva sentencia receptando la demanda, con costas.

2) Que corrido traslado a la contraria, ésta contesta a 426/433 el 22/04/15, solicitando el rechazo del recurso con costas, por cuanto el fallo recurrido no es ilegal, ni arbitrario ni erróneo; todo lo contrario tiene fundamentos suficientes de hecho y derecho, que determinan la verdad y la justicia en el caso de estudio.

Considera, que el escrito del recurrente no es más que una discrepancia con la valoración de los hechos y elementos fácticos, tomados por el tribunal para rechazar las indemnizaciones, excediendo este tratamiento el marco de la vía recursiva.

Posteriormente alega, que en la resolución puesta en crisis por el recurrente, se advierte claramente que el marco legal ha sido el de los arts. 1111 y 1113 del Código Civil y la culpa de la víctima como eximente ha sido invocada, porque previamente fue probada por esta parte sin que existiera la inversión probatoria, que erróneamente predica. 

Invoca, que no existió ninguna intervención activa de la cosa en el daño, ya que esta se produce por el accionar culposo e injustificable del actor; que a sabiendas se expone a un peligro innecesario y se daña así mismo.

3) Que a fs. 465/466 el 24/11/15, obra dictamen del Sr. Procurador General, quien opina que debe hacerse lugar al recurso de casación, declarando nula la sentencia definitiva Nº 27/15, por las razones que invoca y que se dan por reproducidas en honor a la brevedad.

4) Que corresponde en primer término, determinar si se cumplen los requisitos establecidos por la Ley de Casación, a efectos de la admisibilidad del recurso en estudio.

Que del estudio de las constancias de la causa, surge que ha sido impetrado y fundado en tiempo; gozando del beneficio de gratuidad por ser obrero y actor, siendo la resolución que se impugna una sentencia definitiva, por lo que se ha dado cumplimiento a las exigencias contenidas en el art. 286 y 289 del CPC y C.; debiendo considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301, inc a, del CPC y C, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: 1) Para entrar al análisis de esta cuestión, este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente, que para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado.-
Que respecto al medio impugnaticio intentado, cabe señalar que una de las características típicas de la casación, es que sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues esta ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación” 2ª  Edición, p. 213).- STJSL. “Chávez Mirta Nora c/ Obra Social Personal De Ind. Químicas y Petroquímicas s/ Cobro De Pesos - Recurso De Casación”, 29-11-2007.
Asimismo debo recalcar que la fundamentación del recurso, por alguna de las causales establecidas en el art. 287 del CPC y C., exige la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia cuestionada. Así los argumentos de la impugnación deben dirigirse directa y concretamente en contra de los preceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia. Tiene que replicarse en forma completa o adecuada a las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene, porque, de otra forma, aquellas permanecen firmes e impiden su revisión.
2) Que examinados los hechos, considero procedente el recurso casatorio, compartiendo los sólidos fundamentos dados por el Sr. Procurador General; haciéndolos míos y que forman parte integrante de este voto.

Que si bien, liminarmente se ha resuelto que lo referido a la existencia de culpa de la víctima y el grado de su incidencia sobre la responsabilidad de los protagonistas, constituyen típicas cuestiones de hecho, que no pueden ser abordadas en esta instancia; salvo que se alegue y demuestre la existencia de un “absurdo”, este es un caso de excepción. 
El concepto de “absurdo”, hace referencia a la existencia, en la sentencia atacada, de un desvío notorio, patente o palmario de las leyes de la lógica o a una evaluación groseramente errada de la prueba producida (conf. SCBA causas Ac. 75.789, sent. del 23 V 2001; Ac. 78.318, sent. del 19 II 2002, entre otras). No cualquier error, ni la apreciación opinable, ni la posibilidad de otras interpretaciones, etc., alcanzan para configurar tal absurdo (SCBA causas Ac. 71.765, sent. del 23 II 2000, entre muchas), sino que es necesario que se demuestre un importante desarreglo en la base del pensamiento, una anomalía extrema, una falla palmaria en los procesos mentales, para que se evidencie la irracionalidad de las conclusiones a que se ha arribado (SCBA causa L. 70.295, sent. del 12 III 2000); todo lo cual debe ser eficazmente denunciado y demostrado por quien lo invoca (SCBA causa L. 67.515, sent. del 4 V 1999). 

Que en efecto, la selección y valoración de la prueba, ya se ha dicho, es faena propia y excluyente, en el ámbito de su competencia de los tribunales de grado; y por lo tanto no habilitan un nuevo tratamiento a través de vía extraordinaria, so pena de cambiar la naturaleza de excepción de ésta, “salvo que se aprecie que la sentencia cuestionada haya prescindido completamente de las constancias de la causa, o se esté frente a un decisorio con defectos de tal gravedad que permitan calificarlo de absurdo”, circunstancia que se verifica en los actuados. (SCBA, L 112861 S 6/3/2013 “Villagra, Anselmo Antonio c/ Altíssimo S.A. y otro s/ Accidente de Trabajo”; STJSL-SJ Nº 109/13 “Velásquez Agustín  Alberto c/ C.R.A.F.M.S.A.  S.A.  S/ Daños y Perjuicios - Recurso de Casación”, 04/12/2013;  STJSL-S.J. N° 082/14. “Pereira  Susana del Carmen c/ Difcor S.R.L. y  Otros  s/ Daños  y  Perjuicios - Laboral - Recurso de Casación”, 26/06/2014).
“…Sabido es que si bien los tribunales de grado tienen amplias facultades en la interpretación de los escritos presentados por las partes (causas Ac. 38.434, sent. del 23-II-1988; Ac. 62.584, sent. del 1-XII-1998; Ac. 84.102, sent. del 10-V-2006); nada obsta a que en esta instancia” –se refiere a la máxima instancia en conocimiento del recurso de inaplicabilidad de la ley- “se consideren cuestiones de hecho como son las relativas a dicha interpretación, cuando la efectuada por los jueces de mérito conduce a una errónea calificación de la situación jurídica invocada en la presentación” (Cfr. Doct. Causas Ac. 22.551, sent. del 30-XI-1976, “Acuerdos y Sentencias”, 1976-III-182; Ac. 84.102, cit.). (Cfr. SCBA 06-X-2010, “P., M. N. vs. Piovano, Nicolás Miguel y otra s/ Daños y Perjuicios”).

Por lo antes reseñado, y los agravios esgrimidos por el recurrente, anticipo que el presente caso constituye tal situación extrema y excepcional al que alude la doctrina, y que autoriza a revisar la interpretación efectuada por el Tribunal de Alzada -fs. 399/402 vta..
3) Que según conocida jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: “sus sentencias deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, y si en el transcurso del proceso han sido dictadas nuevas normas sobre la materia objeto de la litis, la decisión de la Corte deberá atender también a las modificaciones introducidas por esos preceptos en tanto configuran circunstancias sobrevinientes de las que no es posible prescindir”. (conf. Fallos: 306:1160; 318:2438; 325:28 y 2275; 327:2476; 331:2628; 333:1474; 335:905; causa CSJ 118/2013 (49- V)/CS1 "V., C. G. c/ I.A.P.O.S. y otros s/ amparo", del 27/05/14; "Recurso de hecho deducido por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires en la causa D. l. P., V. G. y otro c/ Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas s/ amparo", del 06/08/15, entre otros. www.csjn.gov.ar).

Que en ese razonamiento, corresponde señalar, que encontrándose la causa a estudio del Tribunal,  el 1° de agosto de 2015 entró en vigencia el nuevo Código Civil y Comercial de la Nación aprobado por la ley N° 26.994; circunstancia sobreviniente que hace necesario un debate actual en el caso; por estar referido a la interpretación de un precepto, que al momento no se encuentra vigente y cuyo contenido material ha sido redefinido en una nueva normativa.
4) Sobre el tema es importante destacar, que mantienen actualidad y vigencia los principios generales elaborados por la doctrina y la jurisprudencia sobre el riesgo y el vicio de las cosas; sobre los que el nuevo Código Civil no innovó, manteniendo vigor la aseveración de que el riesgo de la cosa, “es la contingencia del daño que puede provenir de cualquier cosa, riesgosa o no por su naturaleza, en tanto y en cuanto por las especiales circunstancias del caso dado, haya resultado apta para llegar a ocasionar el perjuicio, haya podido tener efectiva incidencia causal en su producción”. (Trigo Represas, Félix, “El concepto de cosa riesgosa en Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Buenos Aires”. Serie I -Anuarios-Anales-Segunda época, Año XXXIX, Nº. 32-1994, Bs. As. 1995, p. 367).
Por lo tanto es pertinente reiterar que:

-“El fin específico del riesgo creado es posibilitar la indemnización del daño causado por el riesgo o vicio con indiferencia de toda idea de culpa”. (CS., “González Estraton Luis c/ Ferrocarriles Argentinos”, JA 1995-I- 290. 10, 13/10/94). 
-“El riesgo creado regula la responsabilidad civil por el hecho de las cosas y constituye el principio rector de la materia”. (CS, Fallos 310:2804 “Empresa Nacional de Telecomunicaciones c/Provincia de Buenos Aires”, SCBA, 22/12/87, Ac. 33155 “Sacaba de Larosa Beatriz c/Vilches Eduardo y otro”, 8/4/1986).
-Pesan "presunciones concurrentes sobre el dueño o guardián, quienes deben afrontar los daños causados a otro, salvo que prueben la existencia de circunstancias eximentes" y "la neutralización de los riesgos no puede dejar de lado los factores de atribución de responsabilidad que rigen en este ámbito" (SCBA, Ac. 33155, 8/4/86 "Sacaba de Larosa Beatriz c. Vilches Eduardo y ot." LA LEY, 1986-D, 479, con nota de Trigo Represas, Félix A., Aceptación jurisprudencial de la tesis del riesgo recíproco en la colisión de automotores. C.S.J.N., 22/12/87 "Empresa Nacional de Telecomunicaciones c. Provincia de Buenos Aires", Fallos: 310:2804, ED, 128-281, JA, 1986-IV-579 y LA LEY, 1988-D, 297, con nota de Alterini, Atilio Presunciones concurrentes de causalidad en la colisión plural de automotores; Cám. Nac. Civ., en pleno, 10/11/94, "Valdez, Estanislao Francisco c. El Puente SAT y otro s/daños y perjuicios", E.D. 161-402, LA LEY, 1995-A, 136, J.A. 1995-I-280).
-El actor debe probar la legitimación activa y pasiva; la existencia del daño (que comprende, en la práctica, la prueba del hecho); y la relación causal entre el hecho y el daño. En palabras de la Corte Nacional al damnificado le “basta con probar el daño y el contacto con la cosa dañosa, para que quede a cargo de la demandada, como dueña o guardiana del objeto riesgoso, demostrar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no debe responder” (CSJN, 10/10/2000, “Contreras Raúl Osvaldo y otros c/ Ferrocarriles Metropolitanos S.A.”, Fallos 324:1344; CSJN, 23/11/2004, “Morales, Jesús del Valle c/Transportes Metropolitano Gral. San Martín SA”), Fallos 317: 1336; CSJN, 11/07/2006, "Rivarola, Mabel Angélica c/Neumáticos Goodyear SA", Fallos: 329:2667).
El actual artículo 1757 del CC y C., norma que es equivalente al anterior art. 1113, 2ª parte, 2° párrafo del Código, reseña las principales características del riesgo creado y del vicio de las cosas. En el daño por riesgo o vicio de la cosa, no importa cuanta diligencia se demuestre, porque la única forma de esquivar la responsabilidad es la demostración de la causa ajena.
La responsabilidad objetiva, por riesgo o vicio, se desentiende de la atribución subjetiva del causante directo del daño (lo que resulta irrelevante para atribuir responsabilidad, como lo dispone el art 1722 Cód. Civil); ya que la eximente actúa en la ruptura total o parcial de la relación causal, que debe alegar y probar el responsable presunto (art. 1734 Cód. Civil).

En ese sentido, la prueba de las eximentes debe ser fehaciente e indubitable, dada la finalidad tuitiva de la norma. El sindicado como responsable y una vez acreditado el riesgo de la cosa, debe asumir un rol procesal activo para demostrar la causa ajena y exonerarse total o parcialmente.
5) Partiendo de estas premisas, coincido con el juez de grado, en que el actor logró acreditar la relación de causalidad entre el accidente y el daño – fs. 331/341 vta. el 28/08/13-, el que tiene un factor objetivo de atribución –riesgo de la cosa-; considerando errónea la interpretación efectuada por la Excma. Cámara, quien exige equivocadamente, la carga probatoria al actor; lo que en consecuencia, yerra al encontrar configurada la eximente de responsabilidad prevista en el art. 1113, in fine, del anterior Código Civil.
“La ponderación de los principios generales de la responsabilidad civil: en el caso, el factor objetivo contenido en el art. 1113, segundo párrafo, segunda parte, del Código Civil, según el cual el dueño o guardián de una cosa viciosa o generadora de riesgos, para eximirse de responsabilidad debe demostrar la ruptura del nexo causal entre el hecho y el daño, lo que provoca un cambio en cuanto a la carga de la prueba: es al requerido a quien le corresponde poner en evidencia que la conducta de la víctima (o la del tercero por el que no se debe responder) resulta ser la exclusiva causa del hecho dañoso”. (SCBA LP C 101548 S “Basconsellos de Martínez, Ester c/Carballo, Gerónimo Ismael y Lua Seguros La Porteña S.A. s/Daños y perjuicios”, 14/04/2010. www.scba.gov.ar). 
En los casos en que, como en la especie, “son los principios de la responsabilidad objetiva del Art.1113, 2º párrafo, 2ª parte del Cód. Civil, los que disciernen la asignación de responsabilidad, la prueba de la ruptura del nexo causal entre el daño sufrido por el actor, y por los que reclama resarcimiento, y el riesgo de la cosa, debe ser concluyente e indubitable, ya que la imputación al dueño o guardián de la cosa cuyo riesgo causó el daño es legal y objetiva, esto es, que viene impuesta por la ley, independientemente de todo tipo de aporte subjetivo o culposo. De tal modo que, como lo ha dicho reiteradamente esta Alzada, no basta para la exención pretendida (culpa de la víctima, una de las causales que recepta el precepto) sembrar dudas sobre el comportamiento culposo de la víctima, sino que ha menester demostrar acabadamente que dicho comportamiento tiene la entidad necesaria para erigirse en causa adecuada (exclusiva o concurrente) del hecho lesivo o resultado dañoso”. (SCBA. B2003934 CC0002 SM 58495 RSD-8-7 S. “Pallares, Isabel y otra c/ Magri, Ricardo José y otra s/ Daños y Perjuicios”, 08/02/2007).
Debo precisar, entonces, que tratándose de un daño, en el que ha participado una cosa riesgosa o viciosa, la atribución de la causación se imputa por imperio de la ley, quedando en cabeza del dueño o guardián, demostrar causa ajena que rompa el nexo causal atribuido. (STJSL-S.J.–S.D. Nº 056/15, “Videla, Olga Mercedes por sus Hijos Menores c/ Miguel Ángel Rivero y Otros – Daños y  Perjuicios por Acc. de Trabajo – Recurso de Queja”, 25/06/2015).

Así, como lo cita el Sr. Procurador General, lo ha dicho la Corte Suprema en los siguientes términos: “…cuando la víctima es un trabajador dependiente y el hecho que produjo el daño cuya indemnización se demanda ocurrió en ocasión y lugar del servicio laboral que aquél prestaba a su empleadora, basta que el damnificado pruebe el daño y el contacto con la cosa dañosa para que quede a cargo de la demandada, como dueña o guardiana del objeto riesgoso, demostrar la culpa de la víctima o de un tercero por quien no deba responder…” (Cfr. CSJN “Insaurralde, Hilario c/ Aceros Bragado MB SA y Otros s/ Accidente – Acción Civil”,  10/12/2013).

“Si la controversia tiene su marco jurídico en el artículo 1113, segundo párrafo, del código civil vigente a la fecha, a la parte actora solo le incumbe la prueba del hecho y la relación de causalidad con el daño sufrido, mientras que para eximirse de responsabilidad los demandados deben acreditar la culpa de la víctima o la de un tercero por quién no deben responder o el caso fortuito como factor determinante”. (Cfr. CSJN “Meza, Dora c/ Estado Nacional (Ministerio de de Salud y Acción Social) y Otros s/Daños y Perjuicios”, 14/07/2015. www.csjn.gov.ar).
Que en consecuencia, corresponde fijar como doctrina obligatoria, la que resulta del dictamen del Sr. Procurador General -fs. 465/466-: que debe ser el empleador demandado dueño de la cosa riesgosa que ha sido la causa del daño, quién debe demostrar la ruptura del nexo de causalidad.

6) Ahora bien, sin perjuicio de este aspecto sustancial, discrepo con la propuesta del titular del Misterio Público, respecto a la anulación de la sentencia y que deba bajarse el expediente para que la Cámara dicte nuevo fallo.

Tal proceder puede utilizarse, cuando se resuelven recursos extraordinarios de inconstitucionalidad -sean reglados o por arbitrariedad-, pero no cuando se resuelve una casación, ya que el art. 302 inc. d del Código Procesal Civil y Comercial, impone a este Superior Tribunal expedirse sobre “la resolución que corresponde dar al caso en estudio”.

Que en consecuencia, debe casarse la sentencia de Cámara y dejar firme en todas sus partes, la de primera instancia de fs. 331/341 vta.
Por lo tanto y de conformidad a lo dictaminado por el Sr. Procurador General, VOTO a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN POR LA  AFIRMATIVA.

Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Dada la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde: HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por el actor y, en consecuencia CASAR la Sentencia Nº 27/2015, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2, de la Primera Circunscripción Judicial, confirmando la sentencia de Primera Instancia de fecha 28 de agosto de 2013. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, Dijo: Imponer las costas de las tres instancias, a cargo de la demandada vencida y la citada en garantía (art. 68 del Código Procesal). ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, comparten lo expresado por el Sr. Presidente, Dr. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, abril veintiocho de dos mil dieciséis.-
Año del Bicentenario de la Declaración de la Independencia Nacional.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto por el actor y, en consecuencia CASAR la Sentencia Nº 27/2015, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2, de la Primera Circunscripción Judicial, confirmando la sentencia de Primera Instancia de fecha 28 de agosto de 2013.
II) Costas de las tres instancias a cargo de la demandada vencida y la citada en garantía.- 

REGÍSTRESE y  NOTIFÍQUESE.-

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. HORACIO G. ZAVALA RODRÍGUEZ, OMAR ESTEBAN URÍA y OSCAR EDUARDO GATICA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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